
 
 
 

 
TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN 

SALA CIVIL 
 
Medellín, catorce (14) de febrero de dos mil veintidós (2.022) 
RADICADO: 05001 31 03 014 2019 00527 01 
Magistrado Ponente: JOSÉ OMAR BOHÓRQUEZ VIDUEÑAS 
 
Asunto: Apelación de auto. 
Proceso: Declarativo.  
Auto: 008 
Demandante:  JESÚS EUCLIDES ARCOS MURILLO. 
Demandado: JAIVER MUÑOZ ARANGO. 
Extracto: 1. La alzada frente al amparo de pobreza es improcedente. 

2. Dada la naturaleza declarativa del asunto, la medida cautelar 
procedente es la inscripción de la demanda. Modifica. 

  

 

ASUNTO A TRATAR 

 

 

Se resuelve la apelación interpuesta por el demandado, contra el auto 

calendado el veintiocho (28) de noviembre de dos mil diecinueve 

(2.019), dimanado del JUZGADO CATORCE CIVIL DEL CIRCUITO 

DE ORALIDAD de Medellín, previos: 

 

 

  ANTECEDENTES 

 

 

El actor demandó pretendiendo se declare la resolución del negocio 

jurídico celebrado con el demandado respecto al inmueble identificado 

con Matrícula Inmobiliaria (M.I.) 012-48097, por lo que ab initio deprecó 

el embargo de ese bien, y pidió le concedieran el amparo de pobreza.  
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El a quo mediante la decisión recurrida, dispuso, entre otras, admitir la 

demanda, conceder la cautela pedida, y el amparo de pobreza. 

 

Frente a tal providencia el demandado presentó los recursos de 

reposición y en subsidio apelación, señalando en cuanto a la medida 

cautelar que según el artículo 590 del C. G. del P., lo procedente es la 

inscripción de la demanda, pues no saca el bien del comercio como si 

lo hace el embargo. 

 

En relación al amparo de pobreza que no es procedente, ya que se 

pretende la resolución de un negocio de $7.500´000.000.oo, por lo 

dado lo oneroso no se cumple con el artículo 151 del C. G. del P.. 

 

Corrido el traslado el demandante sostuvo que el embargo evita que el 

demandado haga negociaciones, protegiendo la propiedad y a terceras 

personas, pues lo querido es recuperar tal inmueble. Por otro lado, 

sobre el amparo de pobreza, que no tiene como sufragar los gastos de 

su defensa, estando en una difícil situación económica dado que no 

recibió el dinero de la venta del bien objeto del pleito. 

 

El 9 de diciembre de 2.020 el a quo decidió no reponer, aduciendo 

sobre la cautela decretada que su fin es que una eventual condena sea 

efectiva, existiendo fundamento en el literal C del numeral 1° del 

artículo 590 procesal, siendo necesaria, efectiva y proporcional para la 

protección del derecho objeto del litigio, evitando que el demandado se 

deshaga del bien que el demandante pretende recuperar. 

 

Del amparo de pobreza dijo que basta que se asevere bajo juramento 

que se está en las condiciones del artículo 151 del C. G. del P., lo que 

en efecto ocurrió, existiendo buena fe en esa declaración, lo que no fue 

desvirtuado por el recurrente, sumado a que el actor afirmó que no le 

pagaron el valor del inmueble. Subsidiariamente concedió la alzada. 



05001 31 03 014 2019 00527 01   3 

 

Así las cosas, se pronuncia la Sala en los términos del artículo 326 del 

C. G. del P., previas:  

 

 

CONSIDERACIONES 

 

 

Debe decirse que la doble instancia no es un principio absoluto1, por lo 

que en materia civil el recurso de apelación es taxativo y solo procede 

contra las decisiones expresamente previstas por el legislador, sin que 

la providencia que dispensa el amparo de pobreza esté prevista como 

apelable en el Estatuto Procesal Civil, particularmente en los artículos 

151 al 158 y el 321, todos ellos de tal ordenamiento, por lo que la alzada 

en ese aspecto es improcedente. 

 

Cosa distinta sucede en relación a la medida cautelar, ya que lo 

pertinente es apelable según lo normado por el artículo 321.8 del C. G. 

del P., por lo que se continúa con el correspondiente estudio dentro del 

principio de la limitación que impone el artículo 328 del C. G. del P.. 

 

El recurso de apelación busca que el Superior estudie el asunto 

decidido en primera instancia, con el fin de revocarlo o reformarlo, 

sentido en el cual se dirigirá el siguiente análisis. 

 

En este proceso declarativo el actor pretende la resolución del negocio 

jurídico que celebró con el demandado en relación a un inmueble, por 

lo que de entrada deprecó respecto al mismo la medida cautelar en 

                                                 
1 Sobre el punto ha señalado la doctrina: “(…) la Corte ha reconocido que el principio a la 

doble instancia no tiene un carácter absoluto porque el Constituyente admitió en el artículo 

31 de la Carta, que el legislador dentro de su competencia discrecional podía establecer 

excepciones al mismo, por ejemplo, consagrando trámites judiciales de única instancia o 

imponiendo ciertos límites a los recursos que buscan cuestionar la actuación de una 

autoridad pública”. Corte Constitucional, sentencia C 337 de 2016. 
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discusión, a la que el a quo accedió en el auto del 28 de noviembre de 

2.019, aduciendo que existen “… argumentos necesarios para 

practicar las medidas innominadas regladas en el inciso C del numeral 

1 del artículo 590 del C.G.P...”.  

 

Frente lo anterior, la medida dispensada, como fue el embargo, no 

puede considerarse como innominada, pues tal institución tiene 

nombre, tal como peticionó el demandante (ver folio 3 archivo 02 

“trámite”, expediente digital). Es más, la denominación la encontramos 

en diferentes fuentes normativas, como lo son, entre otros, los artículos 

593 -594, 599 del C. G. del P.. 

 

Ciertamente las cautelas tienen como fin asegurar, conservar o 

anticipar la efectividad de los derechos que puedan llegar a 

reconocerse en una decisión judicial2; no obstante, en los procesos 

declarativos “cuando la demanda verse sobre dominio u otro derecho 

real principal”, como es en el caso que nos ocupa, el literal a) del 

numeral 1º del artículo 590 del C. G. del P., la medida que contempla 

en específico es la inscripción de la demanda. 

 

Lo anterior por cuanto estando frente a un proceso declarativo, en el 

que se discute el dominio u otro derecho real principal sobre bienes 

sujetos a registro, la inscripción de la demanda es la medida cautelar 

que procede, lo cual resulta efectivo antes que se profiera una 

sentencia estimatoria de las pretensiones de la demanda, además 

proporcional y en armonía con el respeto al derecho de dominio, el cual 

                                                 
2 Sobre el punto la Sala Civil de la Corte Suprema expresó: “El fin principal de las medidas 

cautelares es garantizar la efectiva ejecución de la providencia impidiendo que el perjuicio 

ocasionado al derecho sustancial se haga menos gravoso, o que no haya manera de cumplir 

la obligación que declare la sentencia por desaparecer o disminuir los bienes que fueron 

parte del patrimonio del deudor.” (SC5680-2018); por su parte, la Corte Constitucional en 

sentencia T-206/17, dijo: “… éstas se fundamentan en la necesidad de prevenir las 

contingencias que puedan sobrevenir sobre las personas o los bienes, de manera que se 

pueda asegurar la ejecución del fallo correspondiente”. 
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tiene unas atribuciones que le son inherentes, tal como se deriva del 

artículo 669 del C.C.. 

 

No debe perderse el norte que el derecho reclamado está en discusión, 

por lo que la medida procedente desde lo normativo es la inscripción 

de la acción, no siendo posible asimilarla al embargo, pues una y otra 

son instituciones diferentes. 

 

Y es que el embargo saca el bien del comercio (artículo 1521 C.C.), 

mientras que la inscripción de la acción genera que “quien adquiere un 

bien sujeto a registro con posterioridad a la adopción de esta medida 

cautelar, queda sujeto a los efectos de la sentencia que se dicte en el 

respectivo proceso” (Corte Constitucional, sentencia T 047 de 2005), 

como también lo expresa el artículo 591.2 del C. G. del P.; aunado que 

cada una tiene reglamentación propia, para lo que basta contrastar los 

artículos 591 al 593.1 del mencionado Estatuto Procesal.  

  

Refuerza las anteriores ideas, el que el inciso 2º del literal a) numeral 

1º del artículo 590 procesal, enseña; “Si la sentencia de primera 

instancia es favorable al demandante, a petición de este el juez 

ordenará el secuestro de los bienes objeto del proceso.”, supuesto este 

que impide el embargo sin que exista decisión de fondo en primera 

instancia, en la que salgan avante las pretensiones del demandante.   

 

En conclusión, la decisión cuestionada en lo anteriormente analizado, 

se modificará, debiéndose aclarar que no se deprecó la inscripción de 

la demanda, pero la misma se dispensará por su procedencia. 

 

Sin costas en cuanto a este recurso. 

 

Por lo expuesto la Sala Civil del Tribunal Superior de Medellín; 
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RESUELVE 

 

 

PRIMERO:  Declarar IMPROCEDENTE la alzada contra la decisión 

que concedió amparo de pobreza a la parte actora. 

 

SEGUNDO: MODIFICAR el numeral QUINTO del auto recurrido, para 

en su lugar DECRETAR la medida cautelar de 

INSCRIPCIÓN DE LA DEMANDA sobre el bien inmueble 

identificado con Matrícula Inmobiliaria 012-48097 de la 

Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de 

Girardota. 

  

TERCERO: Ejecutoriada esta providencia, vuelva el asunto al 

Despacho de origen para lo de su cargo. Sin costas. 

 

Notifíquese; 

 

 

 

 

 

 

JOSÉ OMAR BOHÓRQUEZ VIDUEÑAS 

MAGISTRADO 


